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SENTENCIA EN RECONSIDERACIÓN 

 

 En San Juan, Puerto Rico, a 16 de enero de 2020. 

 Evaluada la Moción de Reconsideración presentada por la 

parte apelante el 4 de octubre de 2019, emitimos Resolución el 5 de 

noviembre de 2019 mediante la cual dejamos sin efecto nuestra 

Sentencia notificada el 23 de septiembre de 2019. Ante ello, 

ordenamos la reapertura del recurso y concedimos término a la 

parte apelada para presentar su alegato en oposición.1  A pesar de 

haber permitido amplia oportunidad a la parte apelada para exponer 

posición, ha transcurrido el término concedido sin acreditar 

cumplimiento alguno por lo que, según advertido, procedemos a 

resolver. 

I.  

El 23 de mayo de 2018, el Sr. Milton Velázquez Montalvo 

(señor Velázquez o apelante) instó una demanda sobre cobro de 

dinero al amparo de la Regla 60 de Procedimiento Civil de 2009, 32 

LPRA Ap. V, R. 60, en contra de los señores Carlos Collado y Giorgios 

                                                 
1 El recurso ante nuestra consideración interesa la revocación de una sentencia 

dictada por el TPI que dispuso de la totalidad del caso, por lo que acogemos el 

mismo como una apelación y conservamos su identificación alfanumérica.  
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Kontokalos.2 Ambos fueron incluidos en la demanda por sí y en 

representación de las Tiendas Aliss de Puerto Rico, sus esposas 

(identificadas como Jane Doe) y sus sociedades legales de bienes 

gananciales (en conjunto, los apelados).3 En síntesis, relató que fue 

contratado verbalmente por los apelados para realizar trabajos de 

limpieza en los alrededores de la Tienda Aliss en Mayagüez luego del 

paso del Huracán María. Indicó que las partes acordaron que el 

costo total de la labor sería la cantidad de $8,000. Luego de realizar 

una parte del trabajo, los apelados efectuaron un pago de $4,000 a 

favor del apelante. No obstante, a pesar de haber finalizado el 

trabajo de limpieza, los apelados se negaban a pagarle la otra mitad 

que le adeudaban. Por lo anterior, solicitó que se les ordenara a los 

apelados a efectuar un pago de $4,000 a su favor.  

Los apelados presentaron Contestación a Demanda y 

Reconvención en la que negaron las alegaciones en su contra.4 En 

su reconvención, alegaron que el señor Velázquez se apropió 

ilegalmente de material de construcción cuyo valor excedía la 

cantidad de $5,000. Asimismo, solicitaron que se declarara No Ha 

Lugar la demanda; se declarara Ha Lugar su reconvención; y se 

procediera con la imposición de costas, gastos y honorarios de 

abogado por una suma no menor de $1,000.   

Luego de celebrado el juicio, el TPI emitió una Sentencia el 12 

de agosto de 2019 en la que formuló las siguientes determinaciones 

de hechos: 

1. La parte demandante hizo un contrato verbal con la 

gerencia de las Tiendas Aliss de Mayagüez para realizar 

unos trabajos luego del paso del huracán María por 

Puerto Rico. 

                                                 
2 Apéndice del recurso apelativo, págs. 8-14. 
3 Antes de iniciar la celebración del juicio, la parte apelante desistió de su causa 

de acción en contra de los apelados en su carácter personal, así como de sus 

esposas y las sociedades legales de gananciales. 
4 Surge del sistema de consulta de casos que la referida contestación y 

reconvención fue presentada el 28 de noviembre de 2018. 
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2. Los trabajos consistían en dragar una quebrada que está 

ubicada detrás de las Tiendas Aliss en Mayagüez, 

remover los escombros y dejar los alrededores limpios. 

3. El precio del contrato de servicios ascendió a la cantidad 

de ocho mil dólares ($8,000). 

4. En el contrato verbal se acordó que la parte demandada 

adelantaría la cantidad de tres mil dólares ($3,000) antes 

de comenzarse los trabajos por la parte demandante. Ello 

no se hizo en la fecha pactada. 

5. Con fecha de 16 de abril de 2018, la parte demandada le 

hizo un pago a la parte demandante por la cantidad de 

cuatro mil dólares ($4,000) en cheque. 

6. La parte demandante llevó una máquina tipo digger, una 

excavadora y una vagoneta. 

7. El Sr. Collado, gerente de la Tienda Aliss de Mayagüez, 

fue la persona que estuvo pendiente del trabajo realizado 

por la parte demandante. 

8. Luego de finalizado el trabajo, tanto la parte demandante 

y el Sr. Collado fueron a retratar el área trabajada. 

9. Una semana después, la parte demandada le solicitó a la 

parte demandante unos trabajos adicionales a los 

pactados que incluían el cortar unos árboles (menos 

remover unas palmas) y lavar la carretera, pero no 

acordaron el costo de esos servicios. 

10. El Sr. Velázquez recogió y removió los alrededores de las 

Tiendas Aliss un material (vigas, material de 

construcción). La parte demandante trasladó esos 

materiales a un terreno que es de su propiedad. 

11. La parte demandante no ha cobrado los restantes cuatro 

mil dólares ($4,000) pactados. 

12. La parte demandada sostiene que el demandante removió 

material de construcción a saber; unas vigas y unos 

hierros sin su autorización y que con este material 

construyó un ranchón en un terreno de su propiedad. El 

material removido tiene un valor para la parte 

demandada de cinco mil dólares ($5,000). 

13. Hubo conversaciones entre los abogados de las partes 

para la devolución del material removido y el pago de los 

restantes cuatro mil dólares ($4,000). 

14. La parte demandante no presentó evidencia de los 

trabajos realizados. 

15. La parte demandada no presentó evidencia del material 

alegadamente removido y el valor de este. 

 

Basado en las mismas, el foro primario resolvió que ninguna 

de las partes presentó prueba que lograra convencerle sobre las 

cantidades adeudadas, ni evidenció los elementos establecidos por 

la Regla 60 de Procedimiento Civil de 2009, supra. Así las cosas, 

como adelantamos, el TPI declaró No Ha Lugar tanto la demanda 

presentada por el apelante, como la reconvención presentada en su 

contra. 
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Inconforme con la determinación, el señor Velázquez presentó 

el recurso que nos ocupa el 13 de septiembre de 2019 y le imputó al 

TPI la comisión de tres errores, a saber: 

a) Erró el Tribunal Municipal al concluir que la parte 

demandante no presentó prueba para lograr convencer al 

juzgador de la existencia de la deuda. 

b) Erró el TPI al considerar elementos que no formaron parte 

de la prueba presentada durante el juicio. 

c) Erró el TPI al no desestimar la reconvención y dictar 

sentencia por las alegaciones ante el incumplimiento de 

la parte demandada con lo dispuesto en la Regla 6 de 

Procedimiento Civil. 

En su recurso, el señor Velázquez sostuvo que de las propias 

determinaciones de hechos formuladas por el foro primario en su 

sentencia surge que presentó evidencia de la existencia del contrato 

pactado, la cuantía estipulada por las partes, la cantidad 

desembolsada, las gestiones de cobro realizadas y la cantidad 

adeudada. Asimismo, arguyó que el TPI incluyó mediante sus 

determinaciones de hechos, elementos que no fueron producto de 

evidencia presentada; a saber, el valor de los materiales que 

alegadamente el apelante sustrajo del terreno y las conversaciones 

entre abogados. Finalmente, el señor Velázquez expresó que 

procedía la desestimación de la reconvención instada por los 

apelados, toda vez que no cumplió con las Reglas de Procedimiento 

Civil. 

Mediante Resolución concedimos a los apelados hasta el 15 de 

noviembre de 2019 para exponer su oposición. Conforme 

adelantamos, ha transcurrido el término dispuesto y los apelados 

no han presentado un alegato, por lo que procedemos según 

advertido a resolver, sin el beneficio de su comparecencia5. 

 

 

 

                                                 
5 Véase Resolución emitida el 5 de noviembre de 2019. 
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II.  

A. Contrato de obra y cobro de dinero 

En nuestra jurisdicción rige el principio de la autonomía 

contractual y pacta sunt servanda. Las partes pueden establecer los 

pactos, cláusulas y condiciones que tengan por convenientes, 

siempre que no sean contrarios a las leyes, la moral y el orden 

público. Art. 1210 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3375; Betancourt 

González v. Pastrana Santiago, 200 DPR 169, 182 (2018). Los 

contratos tienen fuerza de ley entre las partes contrayentes, quienes 

vienen obligadas a observar sus términos. Art. 1044 del Código Civil, 

supra, sec. 2994.   

Los contratos en Puerto Rico se perfeccionan por el mero 

consentimiento, y desde ese momento, las partes se obligan al 

cumplimiento de lo expresamente pactado y todas las consecuencias 

que según su naturaleza sean conformes a la buena fe, al uso y a la 

ley. Art. 1210 del Código Civil, supra. Véase, además, Betancourt 

González v. Pastrana Santiago, supra. Un contrato existe desde que 

una o varias personas consienten en obligarse respecto de otra u 

otras a dar alguna cosa o prestar algún servicio. Art. 1206 del 

Código Civil de Puerto Rico, supra, sec. 3371. Demeter Int'l v. Srio. 

Hacienda, 199 DPR 706, 726-727 (2018). Además, el Art. 1028 del 

Código Civil de Puerto Rico, supra, sec. 3373, establece que “la 

validez y el cumplimiento de los contratos no pueden dejarse al 

arbitrio de uno de los contratantes”. El Tribunal Supremo de Puerto 

Rico ha expresado que en las obligaciones contractuales la ley 

primaria es la voluntad de las partes y los tribunales no pueden 

relevar a una parte de cumplir con lo pactado cuando es legítimo y 

no contiene vicio alguno. De Jesús González v. A.C., 148 DPR 255, 

271 (1999).  

De otro lado, el contrato de obras y servicios es aquel en el 

que una de las partes se obliga a ejecutar una obra o a prestar a la 
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otra un servicio por precio cierto. Art. 1434 del Código Civil, supra, 

sec. 4013. El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado que el 

contrato de arrendamiento de obras es uno esencialmente de trabajo 

donde una de las partes se obliga a ejecutar una obra o a prestar a 

la otra un servicio a cambio de un precio cierto. Whittenburg v. Col. 

Ntra. Sra. Del   Carmen, 182 DPR 937, 958 (2011). Asimismo, ha 

caracterizado este tipo de contrato como uno consensual, es decir, 

perfeccionado por el mero consentimiento, bilateral, pues crea 

obligaciones recíprocas, y oneroso. Íd. El Tribunal Supremo ha 

expresado que el dueño de la obra tiene la obligación fundamental 

de pagar el precio según convenido. Master Concrete Corp. v. Fraya, 

S.E., 152 DPR 616, 624 (2000). De otra parte, el contratista tiene la 

obligación de realizar y entregar la obra según lo pactado. Íd.  

B. Cobro de dinero 

La Regla 60 [de Procedimiento Civil, supra] existe para agilizar 

y simplificar los procedimientos en acciones de reclamaciones de 

cuantías pequeñas [$15,000 o menos], para así lograr la facilitación 

del acceso a los tribunales y una justicia más rápida, justa y 

económica en este tipo de reclamación. Asoc. Res. Colinas Metro. v. 

S.L.G., 156 DPR 88, 97 (2002).6 [E]n el procedimiento sumario de la 

Regla 60 se prescinde de la contestación a la demanda y del 

descubrimiento de prueba. Íd. Además, éste no contempla la 

presentación de alegaciones tales como la reconvención, y demanda 

contra terceros, entre otras. Íd. [E]l demandado no está atado a 

continuar con el procedimiento bajo la Regla 60 si le demuestra al 

tribunal que “tiene alguna reclamación sustancial, o [que] en el 

interés de la justicia” amerita que el caso se vea por la vía ordinaria.  

Así pues, aunque el caso inicialmente se haya comenzado a tramitar 

bajo el procedimiento sumario de la Regla 60, en etapas posteriores 

                                                 
6 Énfasis omitido. 
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podrá seguirse bajo el procedimiento ordinario si el tribunal así lo 

determina, ya sea porque el derecho de cobro no surge claro, se 

necesita hacer descubrimiento de prueba, se tiene una reconvención 

compulsoria o se necesita añadir un tercer demandado, entre otras 

cosas. Íd., págs. 100-101. Cuando ocurre esta conversión, el Juez 

debe, luego de notificarle a las partes, seguir el curso ordinario. Íd., 

pág. 101. 

En una acción de cobro de dinero, el demandante sólo tiene 

que probar que existe una deuda válida, que la misma no se ha 

pagado, que él es el acreedor y los demandados sus deudores. 

General Electric v. Concessionaires, Inc., 118 DPR 32, 43 

(1986). Respecto a ello, nuestro Tribunal Supremo expresó que [e]l 

vocablo "líquida'' en relación con una cuenta, en lenguaje corriente 

significa el saldo "o residuo de cuantía cierta que resulta de la 

comparación del cargo con la data''. Y la voz "exigible'' refiriéndose a 

una obligación, significa que puede demandarse su cumplimiento. 

Guadalupe v. Rodriguez, 70 DPR 958, 966 (1950). La deuda es 

"líquida" cuando la cuantía de dinero debida es "cierta" y 

"determinada". Ramos y otros v. Colon y otros, 153 DPR 534, 546 

(2001).7 Por otro lado, la deuda es "exigible" cuando la obligación no 

está sujeta a una causa de nulidad y puede demandarse su 

cumplimiento. Guadalupe v. Rodríguez, supra. 

Conforme lo dispone el Art. 1168 del Código Civil, supra, sec. 

3261, la parte que exige el cumplimiento de una obligación es a 

quien le corresponde probar su existencia. Admin. F.S.E. v. Almacén 

Ramón Rosa, 151 DPR 711, 718 (2000). Lo anterior es cónsono con 

la Regla 110 de Evidencia, 32 LPRA Ap. IV, pues el peso de la prueba 

recae sobre la parte que resultaría vencida en caso de no presentarse 

                                                 
7 Citando a M.A. Del Arco Torres y M. Pons González, Diccionario de Derecho Civil, 

Navarra, Ed. Aranzadi, 1984, T. II, pág. 168 y a Freeman v. Tribunal Superior, 92 

DPR 1, 25 (1965). 
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prueba alguna. De otra parte, establecida la obligación, quien se 

opone es el llamado a demostrar su extinción. Art. 1168 del Código 

Civil, supra. 

III.  

Mediante su recurso apelativo, el señor Velázquez sostuvo que 

el TPI incidió al declarar No Ha Lugar su demanda de cobro de dinero 

en contra de los apelados y considerar elementos que no fueron 

presentados mediante evidencia. Asimismo, indicó que el TPI actuó 

contrario a Derecho al negarse a desestimar la reconvención 

presentada por los apelados y emitir sentencia a su favor por las 

alegaciones, a pesar de los incumplimientos a la reglamentación 

aplicable referente a los requisitos de una reconvención.  

Debemos comenzar por señalar que según surge de la relación 

de hechos antes expuesta, la naturaleza del procedimiento sumario 

en el caso de epígrafe cambió, y se convirtió en uno ordinario, 

conforme lo autoriza la propia Regla 60 de Procedimiento Civil, 

supra. Luego de los procedimientos de rigor, el foro primario celebró 

una vista en la que evaluó la prueba presentada por las partes y 

emitió su sentencia. 

En cuanto a lo que resulta pertinente a la controversia ante 

nos, el TPI concluyó:  

[1] La parte demandante hizo un contrato verbal con la 

gerencia de las Tiendas Aliss de Mayagüez para realizar unos 

trabajos luego del paso del huracán María por Puerto Rico. 

 

[2] Los trabajos consistían en dragar una quebrada que está 

ubicada detrás de las Tiendas Aliss en Mayagüez, remover 

los escombros y dejar los alrededores limpios. 

 

[3] El precio del contrato de servicios ascendió a la cantidad 

de ocho mil dólares ($8,000). 

[…] 

 

[5] Con fecha de 16 de abril de 2018, la parte demandada le 

hizo un pago a la parte demandante por la cantidad de cuatro 

mil dólares ($4,000) en cheque. 

[…] 
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[8] Luego de finalizado el trabajo, tanto la parte demandante 

y el Sr. Collado fueron a retratar el área trabajada. 

[…] 

 

[11] La parte demandante no ha cobrado los restantes cuatro 

mil dólares ($4,000) pactados. 

[…] 

De las mismas se desprende que: (1) las partes pactaron un 

contrato con un precio fijo; (2) pactaron el momento en que los 

apelados efectuarían los pagos; (3) el apelante terminó el trabajo 

acordado; y (4) los apelados no han pagado una parte del dinero 

convenido. Conforme surge del Derecho antes expuesto, al presentar 

su acción de cobro de dinero, el apelante tenía que evidenciar ante 

el TPI que existe una deuda válida, que la misma no se ha pagado, 

que él es el acreedor y que los apelados son sus deudores. Ello, 

según las propias determinaciones de hechos del TPI fue 

satisfecho, por lo que procedía declarar Ha Lugar la demanda 

presentada por el señor Velázquez.  Evaluado el expediente ante nos, 

así como la regrabación de la prueba oral, colegimos que el señor 

Velázquez probó la existencia de la obligación, y los apelados 

fallaron en demostrar la extinción de la misma según requiere 

nuestro ordenamiento. Por tanto, incidió el foro primario al declarar 

No Ha Lugar la demanda en cobro de dinero.  

De otro lado, el apelante cuestiona que no se haya dictado 

sentencia a su favor por las alegaciones a pesar del incumplimiento 

de la parte demandada con lo dispuesto en las Reglas de 

Procedimiento Civil. Nuestra conclusión respecto a la demanda de 

cobro de dinero hace inmeritoria la discusión de este señalamiento 

de error. Resulta prudente reiterar que la reconvención de los 

apelados fue desestimada, toda vez que no presentaron evidencia 

del material alegadamente removido, ni el valor del mismo. 

Asimismo, a pesar de habérsele ordenado que expusieran su 

posición ante este foro intermedio, los apelados no comparecieron. 
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IV.  

Por los fundamentos anteriormente expuestos, revocamos la 

Sentencia del Tribunal de Primera Instancia, únicamente en cuanto 

a la desestimación de la demanda presentada por el señor 

Velázquez. En consecuencia, se declara Ha Lugar la demanda en 

cobro de dinero y se ordena a los apelados a efectuar un pago por la 

cantidad de $4,000 a favor del señor Velázquez, más las costas, 

gastos e intereses legales aplicables.8 

Notifíquese.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
 Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
8 Los intereses deberán computarse desde la fecha en que se dictó esta Sentencia, 

hasta que se pague lo debido, conforme a la Regla 44.3 de Procedimiento Civil, 

supra, R. 44.3. 


